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Señores  

Juzgado 63 Administrativo de Bogotá – Sección Tercera 
E.  S.  D.  

  

Medio de control:    Reparación directa  

Demandante:   UT Medisfarma FJ SAS 

             Demandado:                            Positiva Compañía de Seguros S.A 

 Radicado:   110013343063_2021_00080_00 

 Asunto:   Contestación a la demanda  

  

Rafael Alberto Ariza Vesga, mayor de edad y vecino de esta ciudad, identificado con la cédula 

de ciudadanía N° 79.952.462 expedida en Bogotá D.C., y portador de la T.P. No. 112.914 del 

Consejo Superior de la Judicatura, obrando como apoderado especial de Positiva Compañía de 

Seguros S.A. según poder debidamente otorgado que allego junto con este memorial, por medio 

del presente escrito doy respuesta dentro del término legal a la demanda impetrada por la Unión 

Temporal Medisfarma FJ S.A.S., de acuerdo con el siguiente esquema:  
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VIII. Notificaciones .................................................................................................... 14 

 

I. Oportunidad 

 

El auto de fecha 29 de abril de 2021, por medio del cual el Juzgado 63 Administrativo de Bogotá 

D.C. admitió la demanda interpuesta por Medisfarma, fue notificado a mi mandante en compañía 

de la subsanación de la demanda, la demanda y sus anexos el 31 de mayo de 2021 por medio de 

notificación personal remitida vía correo electrónico. 

 

En dicha providencia el Despacho corrió traslado de la demanda a mi mandante y al Ministerio 

Público, por el término de treinta (30) días, que se computaron pasados dos (2) días desde el envío 

del mensaje, de conformidad con lo establecido en el cuarto inciso del artículo 199 de la Ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

 

En ese orden de ideas, teniendo en cuenta que el Auto admisorio fue notificado por mensaje del 31 

de mayo de 2021, el término para contestar la demanda empezó a correr desde el 03 de junio y 

vence el 19 de julio de 2021. En consecuencia, este documento se presenta en la oportunidad 

establecida para el efecto. 

 

II. Pronunciamiento expreso frente a las pretensiones de la demanda 

  

Actuando en nombre y representación de Positiva Compañía de Seguros S.A., me opongo a la 

prosperidad de todas y cada una de las pretensiones propuestas por la parte actora, en la medida 

en que pudieran afectar a mi mandante, como quiera que no le asiste el derecho invocado, de 

acuerdo con las siguientes consideraciones.  

Mi mandante cumplió con la totalidad de las obligaciones contractualmente adquiridas con el 

demandante. Esto, por cuanto reconoció y pagó todas las facturas presentadas durante la 

ejecución del contrato que culminó el 01 de enero de 2019. 

Entre el periodo comprendido entre el 02 y el 21 de enero de 2019 no existía vínculo contractual 

entre Positiva Compañía de Seguros S.A. y la demandante, razón por la cual, el actuar de la 

convocante durante ese lapso de tiempo era ajeno a cualquier acuerdo de voluntades en el que se 

hubiera obligado mi mandante a reconocer y pagar las facturas que se pretenden. 

Adicionalmente, la demandante incluyó 2011 facturas de las cuales 481 se expidieron dentro del 

periodo referenciado en precedencia y 1530 son de fechas posteriores al 21 de enero de 2019. En 

ese sentido, los valores que corresponden con las facturas expedidas dentro del periodo indicado 

en la demanda son: 
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Cantidad de 

facturas 

Valor facturado Valor glosa 

aceptada por 

U.T. 

Medisfarma FJ 

S.A.S. 

Valor 

subsanado 

Saldo de factura 

con 

autorización 

entre 02 y 21 de 

enero de 2019 

481 $77.391.228 $1.763.291 $8.405.747 $75.627.937 

 

Considerando que no hay lugar al pago de los valores pretendidos por la demandante, no se debe 

condenar a mi mandante al pago ni a la actualización de dichos valores. Además, mi mandante 

se opone a la prosperidad de la pretensión de condena en constas y agencias en derecho en cabeza 

de Positiva Compañía de Seguros S.A., debido a que es la demandante quien promueve el presente 

proceso sin fundamento y, de acuerdo con lo establecido en el numeral 1° del artículo 365 y 

numerales 3° y 4° artículo 366 del Código General del Proceso, al ser negadas las pretensiones de 

la demanda es la parte actora quien debe asumir la condena en costas.  

En tal sentido, se solicita al honorable juez que se rechacen las pretensiones UT Medisfarma FJ 

SAS y que se condene a la parte demandante al pago de las costas y agencias en derecho que se 

causen en este proceso. 

III. Pronunciamiento expreso sobre los hechos de la demanda  

  

A continuación, mi mandante se pronuncia de forma expresa y concreta sobre los hechos de la 

demanda, con indicación de los que se admiten, los que se niegan y los que no le constan. En los 

dos últimos casos mi mandante manifiesta en forma precisa y unívoca las razones de su respuesta. 

Lo anterior, de conformidad con el artículo 96 del Código General del Proceso. 

 

1. Es cierto, el 02 de enero de 2017 Positiva Compañía de Seguros S.A. y la Unión Temporal 

Medisfarma FJ S.A.S. suscribieron el Contrato de suministro No. 000001 con el objeto 

descrito en el primer hecho de la demanda, el cual corresponde a la cláusula primera del 

acuerdo. 

 

2. Es cierto que el contrato referenciado en precedencia fue pactado por la duración de dos 

años contados desde la suscripción del mismo el 2 de enero de 2017 y que finalizó el 1 de 

enero de 2019.  

 

Adicionalmente, es cierto y se aclara que mi mandante podía dar por terminado el contrato 

antes de su finalización o no prorrogarlo, pero solo ante (i) cambio de normatividad que 

afecte su ejecución, (ii) incumplimiento del contratista de sus obligaciones o (iii) por 

mutuo acuerdo entre las partes. 

 

3. No es cierto, por cuanto no obra prueba en el expediente que demuestre que mi 

mandante haya omitido el cierre fiscal o que se hubieran seguido generando 
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autorizaciones y órdenes de entrega en beneficio de sus afiliados y a cargo de la 

demandante, durante el periodo comprendido entre el 2 y el 21 de enero de 2019. 

 

4. No es cierto, por cuanto no existe prueba en el expediente que demuestre que el servicio 

contratado por mi mandante y prestado por la demandada tenga conexidad con la vida. 

Además, mi mandante no conoce los motivos que impulsaron a la convocante a seguir 

prestando el servicio acordado aún cuando no mediara poder 

 

5. No le consta a mi mandante que la totalidad de valores reclamados se encuentren en 2011 

facturas por un valor de $283.105.953. De hecho, tras verificar el contenido de las facturas 

se logró determinar que 481 de las facturas aportadas se expidieron dentro del periodo 

referenciado en precedencia y 1530 son de fechas posteriores al 21 de enero de 2019. En 

ese sentido, los valores que corresponden con las facturas expedidas dentro del periodo 

indicado en la demanda son: 

Cantidad de 

facturas 

Valor 

facturado 

Valor glosa 

aceptada por 

U.T. 

Medisfarma FJ 

S.A.S. 

Valor 

subsanado 

Saldo de 

factura con 

autorización 

entre 02 y 21 de 

enero de 2019 

481 $77.391.228 $1.763.291 $8.405.747 $75.627.937 

 

6. No es cierto como esta redactado, toda vez que en este numeral se hace una referencia 

parcial y descontextualizada de la reunión celebrada el día 14 de enero de 2020, me atengo 

al tenor íntegro y literal del Acta No. 1. Y a lo que se pruebe en el proceso.  

 

7. No le consta a mi mandante el supuesto daño sufrido por la demandante ni las 

consecuencias del mismo, dado que son supuestos de hecho ajenos a Positiva Compañía 

de Seguros S.A.  

 

8. No le consta a mi mandante el apuro que tenga la demandante de obtener el pronto pago, 

ya que no son supuestos de hecho con los que tenga relación. Además, no es cierto que 

mi mandante haya dado a conocer su ánimo conciliatorio en la demanda, ya que esto 

ocurrió en la audiencia prejudicial, y los aspectos manifestados por las partes en dicha 

audiencia están protegidos por el principio de confidencialidad, de manera que no pueden 

ser alegados por la parte actora en su propio beneficio.  

 

9. No es cierto como esta redactado, ya que las circunstancias ocurridas en la audiencia de 

conciliación prejudicial, y los aspectos manifestados por las partes en dicha audiencia 

están protegidos por el principio de confidencialidad, de manera que no pueden ser 

alegados por la parte actora en su propio beneficio.  
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10. No me consta por cuanto no es un hecho sino una apreciación del demandante relativa 

a lo que debió hacer el procurador competente en la conciliación extrajudicial. 

 

11. No me consta por cuanto no es un hecho sino una apreciación del demandante relativa 

a de quién es la culpa de que se haya improbado el acuerdo conciliatorio. 

 

12. Dado que este numeral contiene varios supuestos fácticos, se procede a contestar de 

manera separada: 

 

- Es cierto que durante el periodo de tiempo perseguido no existió un contrato vigente 

entre las partes.  

- No es cierto como esta redactado, la referencia que se hace aquí nuevamente del 

tramite de conciliación prejudicial, ya que las circunstancias ocurridas en dicho 

tramite, y los aspectos manifestados por las están protegidos por el principio de 

confidencialidad, de manera que no pueden ser alegados por la parte actora en su 

propio beneficio.  

- No le consta a mi mandante la situación económica de la demandante ni el motivo 

para acudir ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  

 

13. No es cierto y se aclara.  El término de caducidad del medio de control de reparación 

directa caduca a los dos años. Para el caso, este empezó a contar desde el 2 de enero de 

2019 y se suspendió por 2 meses y 17 días durante el trámite de conciliación, por tal 

motivo, para las facturas anteriores al 7 de enero de 2019 se consolidó la caducidad. En 

tal sentido, la acción se presenta fuera del término para algunas de las facturas frente a las 

cuales se pretende condena en contra de Positiva. 

 

14. No le consta a mi mandante, por cuanto no es un hecho sino la interpretación errada de 

una regla jurisprudencial relacionada con indicar cuándo procede la reparación directa por 

la actio in rem verso. 

 

IV. Excepciones  

 

Primera (Mixta): Caducidad de la acción de reparación directa para algunas de las 

facturas reclamadas 

 

De acuerdo con lo establecido en el literal i del numeral 2 del artículo 164 de la Ley 1437 de 2011, 

la acción de reparación directa debe presentarse dentro del término de 2 años contados a partir del 

día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante el daño, so pena de que opere la 

caducidad. 
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Se precisa que, de acuerdo con lo sostenido por el Consejo de Estado1, la caducidad de la acción 

hace referencia al término dentro del cual se puede ejercer el derecho de acción so pena de que no 

se pueda controvertir judicialmente e implica la imposibilidad de que se emita pronunciamiento 

sobre el fondo del asunto. Esto, así: 

 

“Así las cosas, la caducidad hace referencia al término dentro del cual el interesado tiene la 

posibilidad de ejercer el derecho de acción, con el fin de salvaguardar la seguridad jurídica y 

racionalizar su ejercicio, so pena de que adquieran firmeza y no pueda controvertirse 

judicialmente. 

 

De conformidad con lo establecido en el inciso tercero del artículo 143 del C.C.A., la 

caducidad se constituye como causal de rechazo de la demanda; sin embargo, al no advertirse 

al momento de la admisión, esta debe ser declarada en la sentencia, lo que conllevaría a la 

imposibilidad de emitir un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, por carecer de uno de 

los requisitos de procedibilidad de la acción”. (Subrayado fuera del texto original) 

 

Lo anterior, por cuanto el fenómeno de caducidad implica una sanción que limita el derecho 

sustancial por la presentación por fuera del plazo de ley para el efecto, en concordancia con el 

principio de seguridad jurídica que elimina incertidumbre frente a la firmeza de los actos de la 

administración. Al respecto, el Consejo de Estado2 indicó:  

 

“En este orden de ideas, el fenómeno de la caducidad es la sanción que limita el ejercicio del 

derecho sustancial como consecuencia de la presentación de las acciones judiciales 

excediendo el plazo que la ley establece para ello. Además, es un presupuesto, ligado al 

principio de seguridad jurídica, encaminado a eliminar la incertidumbre que representa para 

la administración la eventual revocatoria de sus actos en cualquier tiempo. A su vez, esta 

situación define la carga procesal que tienen las partes para impulsar el litigio, pues de no 

hacerlo se pierde la oportunidad para acudir ante la administración de justicia”. (Subrayado 

fuera del texto original) 

 

Para el caso concreto, el término de caducidad empezó a contar desde el 2 de enero de 2019 y se 

suspendió por 2 meses y 17 días durante el trámite de conciliación, por tal motivo, para las facturas 

realizadas antes del 7 de enero de 2019 la acción caducó el 23 de marzo de 2021.  

 

Considerando que la acción fue radicada el 24 de marzo de 2021, el medio de control de reparación 

directa para las facturas de los días anteriores al 7 de enero de 2019 ya caducó, en tal sentido, la 

acción no se presenta dentro del término para algunas de las facturas frente a las cuales se pretende 

el reconocimiento. 

 

 

 
1  Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, 13 de febrero de 2020, C.P. Gabriel Valbuena 

Hernández, Rad. 4468-18 
2 Ibidem 
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Segunda: Improcedencia de la acción reparación directa por enriquecimiento sin causa 

 

El Consejo de Estado 1  indicó que por regla general no se puede perseguir a través del 

enriquecimiento ilícito el pago de obras, servicios o bienes que se hayan ejecutado sin amparo 

contractual, en beneficio de la administración.  

 

No obstante, señaló2 que excepcionalmente se puede perseguir el pago de prestaciones ejecutadas 

sin vínculo contractual por la vía del enriquecimiento sin causa, por razones de interés público o 

general, en tres escenarios: 

 

“a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue 

exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa alguna del particular 

afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó 

o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes 

o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal.  

 

b)  En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, 

ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión 

inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por 

conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal, urgencia y necesidad 

que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la 

imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, 

así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben 

estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el 

juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de 

la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la 

administración frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria 

y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal 

determinación.  

 

c)  En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la 

administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, 

prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos 

en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo 

dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993”. 

 

 
1 Sentencia del C.E. Sección tercera, Subsección B, 10 de febrero de 2021, C.P. Ramiro Pazos Guerrero, Rad: 

47415. 
2 Sentencia C.E., Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia del 19 

de noviembre de 2012, expediente No. 24.897, M.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, referenciada como 

sentencia de unificación por la Sentencia C.E. Sección tercera, Subsección A, 19 de febrero de 2021, C.P. 

Marta Nubia Velásquez Rico, Rad: 57916. 
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Para el caso, si bien se trata de la presunta prestación de unos servicios en beneficio de la 

administración sin que medie contrato, los siguientes aspectos evidencian la improcedencia de una 

condena en contra de Positiva: 

 

a) No se acreditó que mi mandante hubiere impuesto a la demandada la ejecución del 

suministro de productos médicos, por fuera del marco de un contrato o que la hubiera 

constreñido para que esta prestara los servicios no contratados; 

 

b) No se demostró la existencia de amenaza o lesión inminente e irreversible al derecho a la 

salud ni que la medida fuera útil, necesaria y razonablemente ajustada, lo anterior, por 

cuanto no se aportó dictamen pericial o algún otro medio de prueba que demostrara el daño 

o la necesidad de la medida, varios de los insumos suministrados eran cosméticos, tal y 

como fue pactado en el objeto del contrato, y no implicaban riesgo a la salud, y, en todo 

caso, Positiva Compañía de Seguros S.A. tenía suscritos otros contratos para la prestación 

del servicio de suministro, lo que implicaba que no se dejarían de entregar los medicamentos 

e insumos médicos a los afiliados de mi mandante; y,  

 

c) No se probó que existiera y no existía una situación de urgencia manifiesta no declarada 

por la administración. 

 

Por lo anterior, al no ajustarse los supuestos de hecho a las excepciones que permiten que proceda 

la actio in rem verso, el medio de control de reparación directa aquí pretendido no está llamado a 

prosperar. 

 

Por lo anterior, se solicita al respetable Juez declarar probada la presente excepción. 

 

Tercera: Nadie puede alegar su propia culpa a su favor – Las acciones adelantadas por 

la demandante son estrictamente imputables a su propio proceder. 

 

Con la presente excepción se enervarán las pretensiones de la convocante así, quedará demostrado 

que la demandante, siendo una de las partes contractuales y conociendo las particularidades del 

negocio jurídico, decidió seguir prestando el servicio que había sido contratado, sin que mediara 

para enero contrato alguno. Esto, constituyó una conducta negligente de la convocante y, en 

consecuencia, no puede pretender beneficiarse como se desprende de sus pretensiones, al no poder 

usar su propia culpa en beneficio propio, cobrando el saldo pretendido y su actualización, más 

cuando la administración no había aceptado voluntariamente ser beneficiada de dicho servicio, tal 

como se pasará a explicar a continuación. 

 

La buena fe, como uno de los principios orientadores del derecho, se encuentra consagrada en el 

artículo 83 de la Constitución Política. Este dispone que las actuaciones de los particulares y 

autoridades públicas deberán ceñirse al postulado de la buena fe. Al efecto señala el mencionado 

artículo: 
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“Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse 

a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos 

adelanten ante éstas”. 

 

Ahora bien, una de las manifestaciones del principio constitucional de la buena fe es la prohibición 

del abuso de los derechos propios, y, en particular, la regla según la cual, “no se escucha a quien alega 

su propia falta”. Al respecto, la jurisprudencia constitucional1 ha considerado que: 

 

“(...) este principio exige impedir el acceso a ventajas indebidas o inmerecidas dentro del 

ordenamiento jurídico. Por lo que, en protección del principio de buena fe y la confianza 

legítima, la persona está, prima facie, en la imposibilidad jurídica de obtener beneficios 

originados de su actuar culposo. Para la Corte Constitucional: “nadie puede presentarse a la 

justicia para pedir la protección de los derechos bajo la conciencia de que su 

comportamiento no está conforme al derecho y los fines que persigue la misma norma. 

(...)”. (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

En línea con lo expuesto, de acuerdo con la Corte Constitucional en Sentencia T-213 de 2008, los 

Tribunales deberán negar toda súplica cuando quien reclamare pretenda, entre otras cosas, 

aprovecharse de su propio error. Lo anterior, por cuanto lo contrario atentaría contra el orden 

jurídico y el principio que prohíbe abusar de los propios derechos. A continuación, se cita lo dicho: 

 

“Así, de antiguo se ha aceptado, además como una regla que constituye la antítesis de la 

bona fides, la prohibición de pretender aprovecharse del propio error, dolo o de la culpa de 

quien por su desidia, incuria o abandono resulta afectado. 

 

Dicha regla, materializada en el aforismo nemo auditur proprian turpitudinem allegans, ha 

tenido incluso, una incorporación expresa en nuestro ordenamiento sustantivo civil de 

acuerdo con el postulado general de la ‘improcedencia por aprovechamiento en culpa y en 

dolo Propio’. 

 

(...) 

 

Recordemos que, nadie puede presentarse a la justicia para pedir protección si ella tiene 

como fundamento la negligencia, mala fe o dolo que ha cometido. Así, los Tribunales deben 

negar toda súplica cuya fuente es la incuria, el dolo o mala fe en que se ha incurrido, de 

acuerdo con la máxima nemo auditur suam turpitudniem allegans, pues ello, según 

advierten los autores es contrario al orden jurídico y al principio que prohíbe abusar de los 

propios derechos (Art. 95 C.N.)” (Subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 

 
1  Sentencia C-207 de 2019 y Sentencia T-122 de 2017 de la Corte 

Constitucional. 
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En consecuencia, en lo que atañe al caso en concreto, se advierte que la convocante no puede alegar 

su propia culpa en beneficio propio como quiera que actuó con negligencia al seguir prestando el 

servicio de suministro sin que mediara contrato entre las partes. 

 

 

Cuarta (Subsidiaria): Cálculo errado del presunto valor adeudado por suministro de 

medicamentos entre el 02 y el 21 de enero de 2019 

 

La demanda presentada contiene pretensiones encaminadas a que se declaren, reconozcan y 

paguen los servicios de salud relacionados con el suministro de medicamentos e insumos médicos, 

de nutrición y cosméticos prestados entre el 02 y el 21 de enero de 2019 sin que mediara relación 

contractual con mi mandante. Al respecto, el primer párrafo del apartado de DECLARACIONES 

Y CONDENAS de la demanda indica: 

 

“Declárese a POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS ADMINISTRATIVAMENTE 

RESPONSABLE y se obtenga el reconocimiento y pago total de los servicios de salud 

relacionados con el suministro de medicamentos e insumos médicos, de nutrición y 

cosméticos a afiliados de POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS prestados por la 

UNIÓN TEMPORAL MEDISFARMA FJ SAS sin soporte contractual durante el 

periodo comprendido entre el dos (02) al veintiuno (21) de enero de 2019”. (Subrayado 

fuera del texto original) 

 

Al respecto, la demandante sostiene que se le adeuda un valor total de $283.105.953 por los 

servicios prestados entre el 02 y el 21 de enero de 2021. No obstante, presenta facturas posteriores 

al 21 de enero de 2019, sumando un total de 2011.  

Tras verificar el contenido de las facturas aportadas se logró determinar que 481 de estas se 

expidieron dentro del periodo referenciado en precedencia y 1530 son de fechas posteriores al 21 

de enero de 2019. En ese sentido, los valores que corresponden con las facturas expedidas dentro 

del periodo indicado en la demanda son:  

 

 

La anterior información, basada en el documento de Excel que se aporta y que se denomina 

“Listado de facturas sin contrato”, específicamente, con relación a las facturas con números 

comprendidos entre 38725 y 40616 que se encuentran en las filas 2 a 482 del documento. 

Cantidad de 

facturas 

Valor facturado Valor glosa 

aceptada por 

U.T. 

Medisfarma FJ 

S.A.S. 

Valor 

subsanado 

Saldo de factura 

fechadas entre 

02 y 21 de enero 

de 2019 

481 $77.391.228 $1.763.291 $8.405.747 $75.627.937 
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Correlativamente, las 1530 facturas con números comprendidos entre 40623 y 69811 de fechas 

posteriores al 21 de enero de 2019 que se encuentran relacionadas en las filas 483 a 2012 el 

documento denominado “Listado de facturas sin contrato”, no deben ser tenidas en cuenta en la 

determinación del valor perseguido por no encontrarse dentro del lapso reclamado en la demanda. 

Los valores que corresponden con las facturas expedidas por fuera del periodo indicado en la 

demanda son: 

 

 

Por lo anterior, se ruega al despacho que en caso de encontrar probada la responsabilidad de mi 

mandante y se ordena el pago de las facturas pretendidas, sea frente al valor aquí señalado, en 

consideración con los periodos de tiempo indicados por la demandante y no respecto de las 1530 

facturas expedidas con posterioridad al periodo perseguido. 

 

Quinta (subsidiaria): Los valores son superiores a los precios acordados - Frente a varias 

de las facturas aportadas al proceso Positiva presentó glosa 

 

Esta excepción se presenta como subsidiaria de las anteriormente relacionadas. Así, en caso de que 

se concluya en el presente proceso que mi mandante debe pagar los servicios no contratados y 

presuntamente prestados por la demandante entre el 2 y el 21 de enero de 2019 se precisa aclarar 

que el valor total de las facturas aportadas es superior al valor acordado. 

 

Lo anterior, por cuando varias de las facturas aportadas no tuvieron en consideración los valores 

reales acordados para el reconocimiento de los productos médicos suministrados, esto, de 

conformidad con el anexo 2 del contrato celebrado entre las partes. Por tal razón, mi mandante 

presentó glosa de las facturas con valores inflados, tal y como consta en el documento de Excel que 

se aporta y en las reuniones celebradas entre las partes. 

 

Así, se solicita al juzgado considerar probada esta excepción y no tener en cuenta los valores 

contenidos en las facturas que no guardan relación con los acordados por las partes. 

 

Sexta (subsidiaria): Buena fe - Improcedencia de mora o indexación 

 

La buena fe, como uno de los principios orientadores del derecho, se encuentra consagrada en el 

artículo 83 de la Constitución Política. Este dispone que las actuaciones de los particulares y 

autoridades públicas deberán ceñirse al postulado de la buena fe. Al efecto señala el mencionado 

artículo: 

 

Cantidad de 

facturas 

Valor facturado Valor glosa 

aceptada por 

U.T. 

Medisfarma FJ 

S.A.S. 

Valor 

subsanado 

Saldo de factura 

fechadas con 

posterioridad al 

21 de enero de 

2019 

1530 $211.225.762 $3.747.746 $22.691.646 $207.478.016 
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“Artículo 83. Las actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán 

ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que 

aquellos adelanten ante éstas”. 

 

Así mismo, el artículo 769 del Código Civil establece que la buena fe se presume por regla general, 

salvo excepciones expresamente consagradas en la ley, y que la mala fe debe probarse. El tenor de 

la norma en mención indica: 

 

“ARTICULO 769. <PRESUNCIÓN DE BUENA FE>. La buena fe se presume, excepto 

en los casos en que la ley establece la presunción contraria. 

 

En todos los otros, la mala fe deberá probarse”. 

 

Para el caso, es de resaltar que mi mandante ha actuado de buena fe tanto durante la ejecución del 

contrato que la ataba con la demandante, como con posterioridad a ello y que nunca ha tenido la 

disposición de desconocer derechos de nadie ni de enriquecerse sin justa causa, contrario a esto, 

siempre ha estado dispuesta a reconocer lo que en efecto le corresponde al demandante, tal y como 

consta en la liquidación del contrato de prestación de servicios de suministro. 

 

Por lo anterior, Positiva Compañía de Seguros S.A. está en completa disposición de dar 

cumplimiento a lo que es su responsabilidad, de acuerdo con lo que se encuentre probado en el 

presente proceso, si es que hay lugar a ello, por tanto, en caso de una eventual condena, no puede 

ser obligada a reconocer intereses de mora o indexación sobre las sumas pretendidas.  

 

Séptima (subsidiaria): Pago total o parcial 

 

Para el caso, se resalta que, de acuerdo con lo sostenido en los artículos 1625 y siguientes del Código 

Civil, las obligaciones se pueden extinguir, entre otras formas, por el pago efectivo de la misma. Sin 

que implique reconocimiento alguno, esta excepción se debe declarar respecto de las sumas totales 

o parciales reconocidas antes y con posterioridad de iniciarse el presente proceso por parte de mi 

representada, en atención al reconocimiento de un presunto derecho en cabeza de la parte 

demandante.  

 

Ruego al Sr. Juez declarar probada la presente excepción.   

 

Octava: Excepción genérica 

Se propone para que se dé aplicación a lo previsto en el artículo 306 del CPACA, en concordancia 

con el inciso 1 del artículo 282 del Código General del Proceso. 
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V. Fundamentos y razones de derecho de la defensa frente a la demanda 

 

Constituyen fundamento de la presente contestación de demanda las siguientes normas:  

1. Artículo 29 de la Carta Política. 

2. Artículo 83 de la Carta Política. 

3. Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021. 

4. Artículo 164 de la Ley 1437 de 2011. 

5. Artículo 306 de la Ley 1437 de 2011. 

6. Artículo 769 del Código Civil 

7. Artículo 1625 del Código Civil 

8. Artículo 282 del Código General del Proceso. 

9. Artículo 365 del Código General del Proceso. 

10. Artículo 366 del Código General del Proceso. 

 

VI. Petición de pruebas 

 

Solicito al Despacho decretar la práctica de las pruebas señaladas a continuación. Igualmente, 

manifiesto que me reservo el derecho de intervenir en la práctica de pruebas solicitadas por el 

demandante y en aquellas cuya práctica llegue a decretar de oficio el Despacho. 

 

1. Documentales: 

 

a. Minuta-001-Union Temporal Medisfarma FJ SAS-901043781 

b. Liquidación del Contrato suscrito entre mi mandante y Medisfarma. 

c. Archivo Excel de listado de facturas Medisfarma sin contrato  

 

2. Interrogatorio de parte 

 

a. Solicito que se decrete el interrogatorio de parte del señor Fernando Iván Jaramillo 

Jaramillo, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 94.391.240, 

en su calidad de Representante Legal de la Unión Temporal Medisfarma FJ SAS, 

o quien haga sus veces, a quien, de conformidad con el artículo 198 del Código 

General del Proceso, se interrogará sobre los hechos relacionados con este proceso 

en la oportunidad prevista por esa norma y señalada por el Juez para el efecto. 

 

3. Testimonial  

 

a. Ruego se decrete y practique el testimonio de Guillermo Varón Herrera, 

profesional especializado de Positiva Compañía de Seguros S.A., quien ha tenido 

conocimiento del presente caso, para que declare sobre todo lo que le conste en 

http://www.arizaygomez.com/


 

Página 14 de 14 
Ariza & Gómez Abogados S.A.S. 

Calle 33 No. 6B – 24 Oficina 505 – PBX: (+571) 4660134 - Móvil (+57) 3185864291 
www.arizaygomez.com 

Bogotá D.C. - Colombia 

relación con el contrato celebrado con Medisfarma, el cobro de las facturas que nos 

ocupan, los tramites realizados con las mismos, su estado actual, y en general sobre 

todos los aspectos relacionados con la demanda y la presente contestación. 

Atendiendo a lo dispuesto en el Decreto 806 de 2020, me permito informar que el 

correo electrónico del mencionado testigo es: guillermo.varon@positiva.gov.co  

 

VII. Anexos  

  

1. Poder especial para actuar.  

2. Certificado de Existencia y Representación Legal de Positiva Compañía de Seguros S.A.  

3. Escritura pública en donde constan las facultades de la funcionaria que profiere el poder 

especial.  

4. Los documentos relacionados en el capítulo de pruebas.   

   

VIII. Notificaciones  

  

- La parte demandante, en la dirección indicada en la demanda.  

- Mi poderdante, en la Autopista Norte Carrera 45 No. 94 – 72, correo electrónico 

notificacionesjudiciales@positiva.gov.co   

- El suscrito, en la Calle 33 No. 6 B – 24, Oficina 505 de Bogotá D.C., y en la Calle 46 #53-

56 barrio la Esmeralda de Bogotá D.C. correo electrónico rafaelariza@arizaygomez.com 

teléfono 4660134 o en la Secretaría del Juzgado.  

 

 

Del Señor Juez, 

 

 

-  

 

 

 

 

 

Rafael Alberto Ariza Vesga  

C.C. N°. 79.952.462 de Bogotá  

T.P. N° 112.914 del C. S. de la J.  
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Asunto: CC-89955222- 
PODER PROCESO N U.T. MEDIFARMA FJ SAS
 
Señores
JUZGADO SESENTA Y TRES (63) ADMINISTRATIVO DE BOGOTA
E.S.D.
 
 
REFERENCIA:    REPARACION DIRECTA
DEMANDANTE:  U.T. MEDIFARMA FJ SAS
DEMANDADO:    POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A
RADICADO:        11001-33-43-063-2021-00080-00
CORREO.            jadmin63bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
 
 
LUISA FERNANDA CABREJO FÉLIX, mayor de edad, vecina de esta ciudad, identificada con C.C. No. 52.201.373 de
Bogotá D.C., obrando en mi condición de Apoderada General de Positiva Compañía de Seguros S.A., según
escritura pública N° 3181, de la entidad aseguradora, organizada como sociedad anónima que, como consecuencia
de la participación mayoritaria del Estado tiene el carácter de entidad descentralizada indirecta del nivel nacional,
con personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente sometida al Régimen de Empresas
Industriales y Comerciales del Estado de conformidad con el artículo 97 de la Ley 489 de 1998, con domicilio
principal en la ciudad de Bogotá D.C., tal y como se desprende de los certificados de existencia y representación
legal expedidos por la Cámara de Comercio y la Superintendencia Financiera, cuyas copias se adjuntan, entidad
que en virtud del contrato de cesión de activos, pasivos y contratos suscrito entre la ARP I.S.S. y La Previsora Vida
S.A. de fecha 13 de agosto de 2008, en desarrollo del artículo 155 de la ley 1151 de 2007, aprobada por la
Superintendencia Financiera de Colombia mediante Resolución 1293 de 2008, asumió las contingencias que
cursaban en contra de la ARP I.S.S., de manera atenta en virtud de la facultad consagrada en el Decreto 1678 de
2016, manifiesto al Señor Juez que confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor Rafael Alberto Ariza
Vesga, identificado con cédula de ciudadanía número 79952462 de Bogotá, TPA número 112.914 del Consejo
Superior de la Judicatura, correo electrónico rafaelariza@arizaygomez.com para que en nombre y
representación de Positiva Compañía de Seguros S.A., se notifique del auto admisorio de la demanda, la conteste y
asuma la representación judicial de la Entidad y lleve hasta su terminación el trámite correspondiente en el proceso
de la referencia, en defensa de los intereses de la Compañía.
 
Nuestro apoderado queda ampliamente facultado, entre otros, para presentar toda clase de memoriales, interponer
recursos, solicitar pruebas y conforme al artículo 77º del CGP, expresamente para transigir, desistir, sustituir, retirar, recibir,
reasumir y conciliar (Art. 39 de la Ley 712/01). Pese a la facultad que se otorga para recibir, el apoderado puede retirar los
títulos, tramitar su conversión, mas no solicitar la entrega de estos a su nombre, ni cobrarlos, quedando expresamente
prohibido el endoso a su favor.
 
Sírvanse reconocer personería al apoderado en la forma y términos en que está conferido este mandato.
 
Acepto,

Señor(a):
JUZGADO SESENTA Y TRES (63) ADMINISTRATIVO DE
BOGOTA
BOGOTA D.C.- BOGOTA D.C.

DOCUMENTO DE SALIDA
Gestor Documental - WEB

2021-05-04 06:46:36
SAL-2021 01 005 214763

GERENCIA SUCURSAL COORDINADORA
BOGOTÁ
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Rafael Alberto Ariza Vesga
C.C No. 79952462 de Bogotá
T.P No. 112.914 del C S de la J
 
 
 
Cordialmente,
 

LUISA FERNANDA CABREJO FÉLIX
GERENTE JURÍDICO
 
Anexo: Medio Magnético No

Anexo: 0  Folios

Copia:

Elaboró: WILLIAM ALEXANDER RIVERA CERON

Revisó: LUISA FERNANDA CABREJO FÉLIX

Forma de envío: Correo Electrónico

WILLIAM ALEXANDER RIVERA CERON 80029802@positiva.gov.co
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el numeral 10 del artículo 11.2.1.4.59 del Decreto
1848 del 15 de noviembre del 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.

NATURALEZA JURÍDICA: Entidad aseguradora, organizada como sociedad anónima que como consecuencia
de la participación mayoría del Estado, tiene el carácter de entidad descentralizada indirecta del nivel nacional,
con personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente, sometida al Régimen de Empresas
Industriales y Comerciales del Estado de conformidad con el artículo 97 de la Ley 489 de 1998. Entidad
sometida al control y vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 375 del 11 de febrero de 1956 de la Notaría 3 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Bajo la denominación de SEGUROS TEQUENDAMA DE VIDA S.A.
Escritura Pública No 5027 del 17 de octubre de 1995 de la Notaría 23 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Cambió
su razón social por LA PREVISORA VIDA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS.
Escritura Pública No 1403 del 12 de marzo de 2007 de la Notaría 20 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  El
domicilio principal de la sociedad es la ciudad de Bogotá D.C.
Escritura Pública No 1869 del 13 de mayo de 2008 de la Notaría 18 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  La
Previsora Vida S.A., Compañía de Seguros, constituida por Escritura Pública número trescientos setente y
cinco (375) del once (11) de Febrero de mil novecientos cincuenta y seis (1956), otorgada ante el Notario
Tercero del Círculo de Bogotá D.C., es una entidad aseguradora, organizada como sociedad anónima que,
como consecuencia de la participación mayoría del estado, tiene el carácter de entidad descentralizada
indirecta del nivel nacional, con personería jurídica, autonomía administrativa y capital independiente, sometida
al régimen de las Empresas Industriales y Comerciales del Estado en virtud de lo establecido en el artículo 97
de la Ley 489 de 1998
Escritura Pública No 1260 del 30 de octubre de 2008 de la Notaría 74 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
modifica su razón social de LA PREVISORA VIDA S.A. COMPAÑIA DE SEGUROS por la de POSITIVA
COMPAÑIA DE SEGUROS S.A.
Escritura Pública No 00669 del 11 de mayo de 2009 de la Notaría 61 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Entidad
aseguradora, organizada como sociedad anónima que como consecuencia de la participación mayoritaria del
Estado tiene el carácter de entidad descentralizada indirecta del nivel nacional, con personería jurídica,
autonomía administrativa y capital independiente sometida al Régimen de Empresas Industriales y Comerciales
del Estado de conformidad con el artículo 97 de la Ley 489 de 1998
Oficio No 2009081396 del 05 de noviembre de 2009  La Administración de Riesgos Profesionales del Instituto
de los Seguros Sociales ISS y La Previsora Vida S.A., en virtud de lo establecido en el Artículo 155 de la Ley
1151 de 2007, su Decreto Reglamentario 600 de 2008 adicionado por el Decreto 3269 de 2009, y la Resolución
1293 del 11 de agosto de 2008 emitidas por la Superintendencia Financiera, suscribieron el 13 de agosto de
2008 un Contrato de Cesión de Activos, Pasivos y Contratos por el cual La Previsora Vida S.A. Compañía de
Seguros, a partir del 1 de septiembre de 2008 asume todas las obligaciones de Riesgos Profesionales
contraídas por la ARP del ISS derivadas de la actividad de aseguramiento de riesgos profesionales y
relacionados con prestaciones económicas y asistenciales originadas en eventos de accidentes de trabajo y/o
enfermedad profesional

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 6656048524903026

Generado el 07 de junio de  2021 a las 12:40:09

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co
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AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 4072 del 12 de agosto de 1980

REPRESENTACIÓN LEGAL: El Presidente de la sociedad será nombrado por el  Presidente de la República,
como funcionario  de libre nombramiento y remoción y tendrá a su cargo la representación legal, la dirección y
administración  de le Entidad, conforme a las disposiciones legales, los estatutos y  demás disposiciones
internas o externas que le sean aplicables.  Las ausencias definitivas, Temporales o accidentales del
Presidente de la compañía, serán provistas por la autoridad a la cual corresponda la facultad nominadora del
mismo. SECRETARIO GENERAL  Y LOS VICEPRESIDENTES: El Secretario General y Vicepresidentes
tendrán en el ejercicio de sus funciones la representación legal de la sociedad, dependiendo en todo caso
directamente del Presidente de la misma. Ejercerán las atribuciones y cumplirán con los deberes que le señale
el Presidente, y desempeñarán las funciones que en ellos delegare éste de acuerdo con lo  previsto en estos
estatutos. LOS GERENTES REGIONALES Y DE SUCURSALES: La sociedad tendrá los Gerente Regionales y
de sucursal que la junta directiva apruebe a solicitud del Presidente de la sociedad. Estos funcionarios
ejercerán la representación de la sociedad en los términos en que la misma les sea delegada por el Presidente
de la sociedad.  FUNCIONES Y ATRIBUCIONES: son funciones y atribuciones del Presidente de la sociedad:
a) Dirigir, coordinar, vigilar y controlar la ejecución de los programas y propósitos de la organización y
establecer las funciones del personal al servicio de la sociedad. b) Actuar como ordenador del gasto,
celebrando todos los actos y contratos cuya celebración no haya delegado, conforme a las disposiciones
pertinentes. c) Representar a la Sociedad para los efectos a que haya lugar. d) Contratar y nombrar de acuerdo
con las leyes a los servidores de la sociedad, cuya designación no corresponda a la Asamblea General de
Accionistas o a la Junta Directiva, así como también removerlos y conceder las licencias a que hubiere lugar. e)
Presentar los balances mensuales a la Junta Directiva. f) Mantener enterada a la Junta Directiva de la marcha
de la sociedad y rendir los informes que ésta le solicite. g) Constituir mandatarios que representen a la
sociedad en los asuntos judiciales o extrajudiciales a que haya lugar. h) Velar por que el personal de la
sociedad cumpla con los deberes a su cargo. i) Cumplir y hacer cumplir las decisiones de la Asamblea General
de Accionistas y de la Junta Directiva. j) Ejercer las funciones que le deleguen la asamblea general de
accionistas o la Junta Directiva y las que le confieren los estatutos y las leyes. k) Delegar alguna o algunas de
sus atribuciones y funciones delegables en los funcionarios que estime conveniente. l) Rendir cuentas de su
gestión, dentro del mes siguiente a la fecha en la cual se retire del cargo o cuando se lo exija la Asamblea
General de Accionistas. Para tal efecto, presentará los estados financieros que fueren pertinentes, junto con un
informe de gestión. (Escritura Pública 1548 del 12  de junio de 2012, Notaria 42 de Bogotá)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Francisco Manuel Salazar Gómez
Fecha de inicio del cargo: 19/10/2018

CC - 3608368 Presidente

Olga Regina Sanabria Amin
Fecha de inicio del cargo: 21/08/2013

CC - 33198824 Vicepresidente Administrativa

María Clara Garrido Garrido
Fecha de inicio del cargo: 05/09/2019

CC - 51633738 Vicepresidente de Operaciones

Eduardo Hofmann Pinilla
Fecha de inicio del cargo: 08/01/2009

CC - 6760792 Secretario General

Jorge Alberto Silva Acero
Fecha de inicio del cargo: 07/02/2019

CC - 19459141 Vicepresidente Técnico

Camilo Eusebio Gómez Cristancho
Fecha de inicio del cargo: 11/07/2019

CC - 11344071 Vicepresidente de Promoción y
Prevención

Jorge Enrique Pinillos Ramírez
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2019

CC - 79589922 Vicepresidente de Negocios
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Jaime Eduardo Garzón Ávila
Fecha de inicio del cargo: 07/03/2013

CC - 79374072 Vicepresidente de Inversiones y
Tesorería

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Vida Grupo, Accidentes personales, Vida
individual, Colectivo vida
Resolución S.B. No 3187 del 28 de diciembre de 1995 riesgos profesionales (Ley 1562 del 11 de julio de 2012,
modifica la denominación  por la de Riesgos Laborales).
Resolución S.B. No 550 del 29 de marzo de 1996 Salud (Cancelado por Resolución S.B. Nro. 646 del
14/06/2002)
Resolución S.B. No 0646 del 14 de junio de 2002 la Superintendencia Bancaria revocó la Resolución 550 del
29 de marzo 1996 mediante la cual autorizaba el ramo de salud.
Resolución S.B. No 1508 del 29 de diciembre de 2003 la Superintendencia Bancaria revocó la Resolución 5148
del 31 de diciembre de 1991 mediante la cual autorizaba el ramo de vida grupo y accidentes personales
Resolución S.B. No 1780 del 09 de noviembre de 2004 cancela Colectivo vida
Resolución S.F.C. No 2161 del 09 de noviembre de 2010 ramos de vida grupo, accidentes personales y
exequias
Resolución S.F.C. No 1990 del 04 de noviembre de 2011 Pensiones con Conmutación Pensional
Resolución S.F.C. No 2031 del 11 de noviembre de 2011 Pensiones Ley 100
Resolución S.F.C. No 2129 del 22 de noviembre de 2011 autoriza ramo de salud
Resolución S.F.C. No 1787 del 01 de noviembre de 2012 se autoriza para operar el ramo de pensiones
voluntarias
Resolución S.F.C. No 1223 del 04 de julio de 2013 autoriza operar el ramo de desempleo
Resolución S.F.C. No 2099 del 21 de noviembre de 2014 autorizado para operar el ramo de Seguro de
Beneficios Económicos Periódicos BEPS

MÓNICA ANDRADE VALENCIA
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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